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Prólogo

Este libro puede leerse de dos maneras. La primera, capítulo a capítulo, sumergiéndose en cada historia, sin intentar encontrar un hilo conductor o una esencia compartida. Puede leerse, en última instancia, como vemos algunas de esas series de televisión, tan en boga; series que juntan historias distintas y nos atrapan con cada episodio, pero que no tienen una intención totalizante, no parecen preocuparse por el conjunto, por la conexión entre las historias.

Así leí, por ejemplo, el capítulo sobre la saga de la Amazonía y el conflicto entre Chevron y Ecuador. Una historia que lo tiene todo: la tensión entre soberanía y poder económico; las causas justas traicionadas por las ambiciones (pecuniarias) de quienes dicen defenderlas; los grupos de abogados poderosos enfrentados entre sí para neutralizarse en una especie de carrera armamentista en la que solo ellos ganan; y la justicia que, aún actuando bien (los argumentos de Chevron eran inobjetables), termina privando a las víctimas de una reparación justificada (la afectación a las comunidades indígenas del Ecuador es evidente). En suma, una historia en la que hay buenos-malos y malos-buenos, como en la vida.

Podría resumir otros capítulos de la misma manera, pero mi papel de prologuista es otro: consiste en invitar a los lectores a leer este libro estupendo sobre el poder y la justicia, dos pasiones humanas que con frecuencia se repelen, pero que en ocasiones también se atraen y complementan. Leyes, Leyendas es un libro también sobre los protagonistas de la justicia; jueces, abogados, fiscales, testigos, muchos de ellos embelesados con el poder y el dinero, pero otros también obsesionados por la búsqueda de un mundo un poco más justo.

Como prologuista también quisiera invitar a una lectura más general, que conecte los capítulos, que trascienda la naturaleza episódica del libro, una lectura que vaya más allá de los dramas discontinuos descritos por Víctor con precisión y elocuencia, una lectura que intente una respuesta parcial (nunca habrá respuestas definitivas) a una pregunta urgente: ¿qué une estas historias? ¿Cuál es la visión del autor sobre la justicia?

Como abrebocas a la lectura, puedo responder esta pregunta en tres puntos, tres aspectos que constituyen, en mi opinión, el hilo conductor de estas historias. Primero, la justicia es compleja, depende de equilibrios precarios, puede derivar siempre, en lo contrario, en injusticia; está diseñada para evitar la maledicencia y venalidad, pero no siempre lo logra. Segundo, la justicia involucra los intereses y las pasiones, ambos son inseparables. La economía, por ejemplo, está regida por los intereses, el amor, la justicia, por ambas, lo que la hace emocionante, una fuente inagotable de buenas historias. Y tercero, estas historias, como lo muestra el libro, están llenas de giros imprevisibles, detalles inverosímiles y lecciones perecederas. Por lo tanto, como bien dice el autor, en conjunto cambiaron el mundo. Invito a leerlas.

Alejandro Gaviria

Excandidato presidencial





Litigar para contarla

«En esos días, en medio de la desbandada, en una de las habitaciones desmanteladas empecé a escribir un diario. ¿Qué buscaba? Negar la realidad, rechazar lo que venía. La literatura es una forma privada de la utopía»

En otro país, Ricardo Piglia

Durante mi paso por la Facultad de Derecho —primero como estudiante y luego como profesor— fui testigo de un fenómeno que, en la mayoría de los casos, llega temprano, cuando apenas se está iniciando la carrera. Se trata de una crisis de ubicación; no sabemos qué hacemos en un aula aprendiendo las bases de la teoría jurídica, ni en qué momento se nos ocurrió que los fundamentos del derecho romano podían ser un camino para abordar nuestras vidas profesionales. Los fantasmas del cambio de carrera empiezan a rondar y la manera de superar esa pequeña crisis suele venir de la mano del recuerdo de los motivos que nos llevaron a inscribirnos en la Facultad. Cuanto más uno explora por qué entró al programa, más recuerda la atracción por el derecho penal. Uno regresa a la admiración que siente por un buen detective de película, a la fascinación que le causó un robo o la mente de un asesino en serie. Resulta inevitable no regresar a las grandes tramas de la literatura y del cine que han construido la identidad pública del derecho.

Corría el año 2013. Yo mismo pasaba por esa crisis y también le di tratamiento a partir del retorno a lo que, creía, me apasionaba de la profesión: ese espectro de prohibiciones y penas, de fiscales, de abogados defensores, de víctimas, de culpables e inocentes. Ese era mi punto de referencia de lo que el derecho podía hacer en el mundo. No sabía nada del derecho internacional, ni del civil, ni del laboral. No conocía ninguna buena historia detrás. Por eso, pensaba que ninguna área del derecho se aproximaba siquiera en forma remota a la cadencia de la defensa de la víctima de un crimen o, mejor, del litigio por la absolución de un inocente. Nada se comparaba con esa adrenalina, pensaba.

Así, pues, sin ningún referente de abogados en mi familia, ningún amigo y, honestamente, sin ninguna motivación más allá que saciar mi curiosidad sobre cómo funcionaba esa máquina de la sanción que es el derecho penal, durante el verano del 2013 intenté incursionar en la vida real de un penalista.

Una mañana de viernes salí a caminar por la avenida Amazonas, en Quito. Entre las calles Orellana y Patria se concentran pequeñas oficinas unipersonales de abogados. Inocente y atrevido llegué hasta el Edificio Río Amazonas, una mole oscura de trece pisos, de esas construcciones que sin ser tan viejas —debe ser de los ochenta— parecen de otra época y están atestadas de pequeños despachos de contadores y abogados. Entré al lobby y me planté frente al directorio, una colección de letreros que anunciaban doctores y doctoras. Para mi suerte, algunas de ellas incluían su área de especialidad. Por ejemplo, «506 – Dra. Vanessa Ponce – Civil / Familia», «609 – Dr. Jorge Ibarra – Civil / Laboral», « 401 – Dr. León Guamán – Penal».

Recuerdo que entonces no tenía un celular inteligente, por lo que saqué mi cuaderno de apuntes de la universidad y anoté los despachos de los abogados que decían ser penalistas. Eran cinco en total y yo los visitaría a todos. Esto no podía ser tan difícil. Quería aprender de la vida real y estaba dispuesto a trabajar gratis. No era especialmente incompetente y creía tener el aura de un chico amistoso y bonachón que, probablemente, trabajaría bien y no demandaría al abogado/maestro por derechos laborales o pagos a la seguridad social. No tenía la pinta de ser un chico problema. Era, por tanto, un buen candidato a la semiexplotación. Yo era una buena oferta, pensaba.

Primera oficina, cerrada. Segunda, el abogado había fallecido la semana pasada. En la tercera una amable secretaria me escuchó y ofreció hablarle de mí a la socia del estudio, pero fue sincera «…a la doctora no le gustan los pasantes que no son de la Universidad Central. Los chicos que vienen acá normalmente son los alumnos de ella en la universidad», me dijo. Le agradecí, le dejé mi número de celular y le pedí que le dejara mi recado a la doctora Ponce. Aceptó y me deseó suerte.

El cuarto despacho era una pequeña caverna ubicada en una esquina al fondo del pasillo. Era un espacio mínimo que seguramente fue diseñado para bodega. Hoy había sido transformada en una oficina a las patadas. La puerta estaba entreabierta. Un escritorio de madera, varios archivadores de metal y una cafetera. Detrás de una pila de papeles, la cabeza lisa de un hombre aparecía por sobre el contorno de una computadora portátil negra, grande y presumiblemente vieja. Una IBM o una Compaq de inicios de siglo, seguramente. Al lado de uno de los archivadores, un ostentoso marco de madera resguardaba un título conferido por la Universidad Central del Ecuador a León Guamán, Licenciado en Ciencias Jurídicas. Un pequeño radio portátil estaba prendido. Era la emisora Tropicálida y sonaba Rodolfo Aicardi, «nunca, pero nunca, me abandones, cariñito…».

Lo recuerdo como un detalle feliz de mi jornada porque esa pieza musical resonó en mi niñez. La aparición del vocalista de Magangué fue una pequeña premonición de que las puertas del licenciado León Guamán podrían estar abiertas para mí. Entré con buen paso: «Buenos días, disculpe la molestia, ¿puedo robarle un par de minutos?». El hombre alzó la mirada y, sin hablar, me hizo un ademán con su mano derecha para que pasara mientras seguía escribiendo en su computador. Las teclas resonaban en la pequeña habitación, curiosamente, al son de la cumbia. «Asiento, amigo», dijo. Me senté. Esperé.

Unos minutos después alzó la mirada, levantó las cejas y sacó los labios como preguntándome, ¿y bien? «Quiero ofrecerle mis servicios, licenciado. Soy estudiante de Derecho. Quiero aprender penal y me encantaría hacerlo con usted. Puedo laborar gratis. Soy ágil y estoy seguro de que puedo ayudarle». Le expliqué de dónde venía, que no tenía ningún familiar abogado y que estaba tratando de conseguir una pasantía con las sencillas herramientas de un ignorante en el mundo de la abogacía. Me escuchó, sirvió un café y amablemente me ofreció uno, pero no encontró una taza. Estoy seguro de que por eso me aceptó como su pasante. Al no encontrar un vaso plástico para convidarme el café, se sintió obligado a ofrecer otra amabilidad y, al no tener nada más, me dio una posición en ese pequeño clóset jurídico. «Pues, bienvenido, amigo, amigo, eh, ¿cómo me dijo que se llamaba usted?» «Cabezas, licenciado. Víctor Cabezas Albán», repuse feliz. «Eso, muy bien, amigo Cabezas. Bienvenido. Estudie el código y lo espero el lunes en la tarde».

Misión cumplida. Sonreí, le apreté la mano, le agradecí y le aseguré que no se iba a arrepentir de contratarme. «Estudiaré el código, claro que sí». Salí dichoso. ¿Qué más podía pedir un principiante, sino que un profe­sional lo adopte?

* * *

El lunes siguiente volví al cuarto piso del Edificio Río Amazonas. Me presenté en el despacho de Guamán muy elegante, con camisa, corbata y pantalón de sastre. «Estoy tras de unas herencias acaudaladas, amigo Cabezas», me dijo León Guamán al tiempo que me hacía señas para que tomara nota. «Segundo Proaño es el nombre del finado. Él fue asesinado hace quince años. Mis cálculos dicen que fue entre enero y diciembre del ‘98. Pero no sé bien, eso es lo que debemos investigar. Segundo Proaño, que en paz descanse, es el padrecito de don Jacobo Proaño, mi cliente hoy, que obviamente está vivo. Fiché a Jacobito porque estoy convencido de que hay una buena plata detrás de la herencia de los Proaño».

Escribí los detalles. «Mi teoría es que Segundo Proaño era un hijo ilegítimo que fue asesinado por los legítimos Proaño que no querían repartir la herencia con la desviación que resultó Segundito. Más claro, él fue el triste producto de un desliz del papacito Proaño. O sea, un polvito equivocado. Cuando el Proaño papá muere, Segundito aparece como potencial heredero y ¿qué cree, amigo? Pues, me lo desaparecen, sin más, vea usted. Yo creo que fue asesinado por los herederos Proaño. Si puedo probar el asesinato puedo presentar una acción civil para quitarles el dinero de la herencia a los Proaño y entregarla como en derecho corresponde al legítimo legatario, mi cliente, Jacobo Proaño». Ahí entraba yo. Mi nuevo jefe quería que investigara qué ocurrió con la muerte del señor Segundo Proaño en 1998.

«Probemos que mataron a Segundito, amigo. Probémoslo y ganemos esa malhadada herencia. Tengo pactado un honorario inicial y un premio si recuperamos los dólares». Mi entusiasmo crecía. ¿Yo investigando un crimen?, ¿yo a cargo de develar una muerte presuntamente motivada por la codicia hereditaria?, ¿yo tratando de develar una injusticia?, ¿qué había hecho para merecer tal privilegio? Encantado le pregunté cuál era su teoría. León Guamán me dijo convencido: «Las funerarias de la Ferroviaria, Victorín, las funerarias. Ahí lo desaparecieron». Perceptivo y astuto, el licenciado León Guamán pronto se percató de que no tenía idea de lo que hablaba. «Usted ha sido aniñado y joven, mi amigo. Verá, a fines de los noventa yo era policía. Patrullaba la Ferroviaria en una moto y conocí de primera mano el negocio de las funerarias. Sabíamos que el que moría ahí era una farsa, un ataúd pagado, más bien dicho, una muerte legalizada».

León Guamán me explicó con ritmo y elocuencia que había una suerte de mafia en las funerarias de ese barrio para transformar asesinatos en muertes naturales. «Es la magia del crimen, amigo. Vea usted. Llega el cuerpo de un pobre a una funeraria de barrio. Un cuartucho obscuro con techo de zinc. Tras de eso, el occiso llega a la madrugada, cuando la ley descansa. Hecho el ingreso a la funeraria, llegan dos cojudos que certifican el deceso por fumador o por paro cardíaco. Le hacen firmar a un doctor de provincia y ya está. Santificada la muerte. Puede morir en paz, colega. Sale el cadáver en carroza fúnebre con todos los honores o se lo crema sin más. Así lo mataron al finado Segundito Proaño antes de reclamar su herencia. Así se lo conté a su hijo Jacobito, quien afirma que es correcta mi teoría, amigo».

Casi puedo imaginar mi rostro absorto y emocionado con la detallada, informada y audaz teoría de León Guamán. «¿Cómo lo puedo ayudar?», pregunté. «El archivo pasivo de la Fiscalía Provincial de Pichincha. Este caso nunca alzó vuelo. Debe estar por ahí. Entonces hay que buscarlo». Tomé nota. Le agradecí con un apretón de manos. Me advirtió que me tomaría un buen tiempo encontrar algo en el archivo pasivo. Me pasó su número de celular advirtiéndome que lo contactara la siguiente semana porque mañana saldría hacia Santo Domingo para trabajar en otro curioso caso de herencias, su especialidad. «Buscaré todo de este caso, licenciado. Usted no se preocupe que lo que haya de la muerte de Segundo Proaño, yo lo encontraré». Iba a ofrecerme una taza de café, pero al recordar las limitaciones de inventario, solo me entregó una hoja con sus anotaciones. Se despidió de mí y quedamos en hablar pronto. Esa fue la última vez que vi a León Guamán.

* * *

Al día siguiente terminé mi jornada académica a las doce del mediodía y tomé un taxi hacia la Fiscalía Provincial de Pichincha. Pregunté por el archivo pasivo. Un hombre amable me recibió. «Estoy haciendo un trabajo para mi clase de penal», le dije. El recepcionista me sonrío mientras escuchaba el noticiero de la tarde y comía una empanada con Coca-Cola. Alzó sus cejas mostrando una cadena interminable de cajas que estaban frente a él. «Todas suyas. De lo que quiera sacar copias me avisa antes de sacar del puesto. Hay casos desde hace cuarenta años», advirtió con suspicacia.

Bajé a lo que entonces me parecía una cámara de los secretos. Salí a las cinco de la tarde y disfruté cada minuto de esa estancia. Los expedientes muertos me parecían aún más interesantes que los activos, pues en ellos se sentía el peso del olvido. La carga del crimen jamás resuelto y de los esfuerzos en vano. La foja —como llamamos los abogados a la hoja judicial— escondía una literatura poderosa. Los personajes, los conflictos, los argumentos para condenar o absolver, la pulsión de esa dinámica de confrontación alrededor de la idea de lo legal me pareció un aprendizaje y un entretenimiento tremendamente placentero. Una forma maravillosa de ver pasar el tiempo.

Me estacioné en el archivo durante las tardes de cinco días. Encontré poco de la muerte de Segundo Proaño —esa historia me la reservo para cuando tenga el talento, las lecturas y la vida necesaria para escribir una novela—. Hurgué en los expedientes. Tomé notas de al menos cinco casos que me sorprendieron porque me sentía en una novela de Truman Capote o de Patricia Highsmith.

Salí con la certeza de que ese piso de archivos era algo así como un pasado judicial que contenía literatura en vivo. Relatos entre alegatos, tramas entre códigos y decretos, misterios entre pruebas y pericias. Crónicas potentes, pero cautivas, casi atrincheradas, entre la cantidad de tecnicismos, leguleyadas y otros «acrolectos» con los que la tradición jurídica excluye a las audiencias legas —como llamamos los abogados a quienes no han estudiado Derecho— del pequeño privilegio de indagar en un expediente.

Desde mi corta pasantía con León Guamán y el descubrimiento de la cámara del archivo pasivo, me convencí de que quería liberar la riqueza literaria cautiva en el mundo judicial. Transformar esas verdades y mentiras procesales en crónicas atractivas y explicativas para audiencias sin formación en derecho. Esa aspiración de dinamitar la muralla del lenguaje jurídico en post del disfrute literario de un juicio está plasmada en este libro.

Este trabajo es el resultado de la inmersión en los expedientes procesales de siete grandes juicios que han impactado aspectos fundamentales de la convivencia social contemporánea. Es, también, un recuento histórico y, como tal, es un ejercicio de conexiones entre la trama judicial y la literatura, la política, el ensayo, la economía, las relaciones internacionales. Creo que entre más cosas hagan sentido sobre el pasado, más explicativa y rica es la experiencia del recuerdo.

En dos capítulos, «Núremberg: la expiación del alma humana» y «Núremberg: los trabajos inacabados», se abordan los diversos procesos en los que la humanidad se enfrentó al horror de la posguerra y del Holocausto judío con una pregunta, ¿merece algún tipo de justicia la maquinaria de muerte del nazismo?, ¿qué justicia merece ese enemigo de la humanidad? Estas preguntas originaron una serie de juicios apasionantes e ilustrativos de la historia de la Segunda Guerra Mundial y de los retos de la concepción misma de qué significa ser humano a mediados del siglo XX.

Cuando pensábamos que lo peor había pasado, los cimientos de Núremberg y de los grandes acuerdos sobre los derechos humanos sufrieron un sismo que casi los derriba. A inicios de la década de los noventa, el mundo volvió a sacudirse con los estragos del recuerdo del Holocausto. Yugoslavia se desintegró y, con ella, una guerra sangrienta cobró cientos de miles de vidas. Un genocidio se perpetró y una ciudad fue sitiada. La justicia, de nuevo, intervino. En La Haya se instalaron una serie de juicios alrededor de los crímenes cometidos durante el conflicto de los Balcanes. En el capítulo «Ocurrió de nuevo: Milošević, Karadžić, Mladić y los Juicios del Tribunal Penal Internacional para la exYugoslavia» se presenta un recorrido desgarrador, pero necesario para entender lo cerca que estamos de la barbarie y la necesidad de trabajar a diario para que esa desgracia latente no vuelva.

El libro luego transita por juicios estimulantes e ilustrativos sobre diversos debates contemporáneos de alta relevancia. La interacción problemática y a ratos caótica entre las grandes corporaciones petroleras, la política, los abogados, los colectivos indígenas y el bienestar ambiental se dan cita en uno de los procesos más costosos, apasionantes y trágicos de la historia reciente de América Latina, el caso «La saga de la Amazonía: Chevron vs. Ecuador».

Los tragos del mejor ron cubano también encuentran cabida en el libro. A inicios de la década de los sesenta, Fidel Castro expropió Havana Club y Bacardí, las icónicas industrias del ron que pasaron al dominio del Gobierno cubano. Treinta años después, una recuperada y poderosa Bacardí arremetería en las cortes de Estados Unidos contra el gobierno de Castro para recuperar una mítica marca de ron, en un intento por ajustar cuentas con Fidel y dignificar el pasado. La política, el comunismo, el capitalismo y la identidad de un licor pasarían a conformar un juicio tan entretenido como explicativo de la historia social de Cuba y Estados Unidos.

Por último, Oscar Wilde entra en escena, en lo que podría ser el más literario capítulo de este libro. «Los juicios del deseo: Wilde en el estrado» hace un recuento de los tres procesos a los que fue sometido el notable escritor ante la furia de un noble en decadencia que no soportaba los afectos del artista. La belleza de este capítulo no viene dada por la crónica escrita por este sencillo autor, sino porque Oscar Wilde dejó una buena cantidad de material literario alrededor de su experiencia en el proceso y de su posterior padecimiento en la cárcel. La defensa de Oscar Wilde, repleta de sabiduría y humor, sumada a su rica obra alrededor del juicio hacen de este capítulo una crónica que navega entre lo judicial y lo literario.

Sin más abrebocas, auguro que los siete juicios aquí retratados serán una experiencia rica, ilustrativa, entretenida y estimulante, así como para mí fue el descenso a los archivos fiscales en búsqueda de una historia perdida y probablemente falsa.

La crónica judicial en este libro es un ejercicio por rescatar la memoria atrincherada en el expediente y mostrar ese mito doloroso que, a veces, puede ser un juicio. Ahí está la mayor ambición de Leyes, Leyendas: la resistencia al olvido y la significación de la verdad. Esos son, quizás, las grandes pretensiones de la literatura en general y del ensayo en particular. Y es que escribir es, de muchas maneras, una forma de abogar y de litigar para contarlo.





Núremberg: la expiación del alma humana

A la memoria infinita de las víctimas del Holocausto, con la esperanza de que la justicia haya podido expiar en alguna medida el alma humana y, así, brindar algo de calma a su sufrimiento y algo de esperanza a nuestro futuro.

En el distrito Wilhelmstrasse, al oeste de Berlín, un edificio de ladrillo de finales del siglo XIX, con pilares altos y gruesos, aparece en el paisaje. De lejos, se asemeja a un castillo; se trata de Spandau. La edificación se construyó en 1876 como una cárcel militar. Al final de la Segunda Guerra Mundial, los Aliados tomaron el control del edificio. A pesar de que tenía unas quinientas celdas y estaba resguardado por cientos de militares, Spandau solo alojaba a siete reclusos.

El 17 de agosto de 1987, las puertas de hierro de la vieja cárcel se abrieron para sacar el cadáver del inquilino número siete. Se trataba de Rudolf Hess, uno de los colaboradores más cercanos de Adolf Hitler y el último superviviente de los procesos de Núremberg. El prisionero se quitó la vida ahorcándose con un cable eléctrico —o al menos eso dicen los reportes oficiales—.

La vida de Hess estuvo marcada y dominada por sus problemas de salud mental. Padecía de ansiedad, paranoia, depresión y principios de esquizofrenia. Aunque era uno de los hombres clave del nazismo, desapareció del mapa mucho antes de lo esperado. En mayo de 1941 salió en secreto de Alemania con rumbo al Reino Unido. Sin haber consultado con Hitler, se le ocurrió que debía adelantar un proceso de paz con los británicos y, para eso, era preciso hablar con el Duque de Hamilton. Él buscaba tender un puente y, tal vez, izar la bandera blanca entre las dos potencias. Su delirio no duró. El avión pilotado por él mismo despegó de Augsburgo y se estrelló en los campos de Escocia. Horas después Hess fue capturado por los británicos, aislado y tomado como prisionero de guerra.

El súbito plan pacifista sacudió a Alemania. Hitler, enardecido por la iniciativa de Hess, habría ordenado matarlo si se lo encontraba vivo. Ante la suspicacia e incomprensión que generaba el imaginativo plan, algunos diarios reportaron que esto era producto de los severos desórdenes mentales por lesiones sufridas durante la Primera Guerra Mundial. Muchos años después, Winston Churchill recordó que Hess no debía ir a una corte de justicia sino a un hospital psiquiátrico1. Desde 1941, el antiguo jerarca nazi permaneció recluido en el Reino Unido, olvidado y lejos del epicentro de la guerra y del círculo de poder2.

Cuando se instalaron los Juicios de Núremberg, Hess fue deportado a Alemania para comparecer ante el tribunal que finalmente lo condenó a cadena perpetua por haber contribuido con acciones fundamentales para el desarrollo de la guerra. Se le acusó, por ejemplo, de aprobar el servicio militar obligatorio y de firmar las Leyes de Núremberg que dieron origen a la segregación y que, finalmente, legalizaron el genocidio contra el pueblo judío. También llamado Holocausto o Shoá, traducido como «La catástrofe».

En octubre de 1946 a Hess lo esposaron y llevaron a Spandau para cumplir su sentencia junto con otros seis excolegas nazis sentenciados en los Juicios de Núremberg. Durante años, ese castillo siniestro albergó a los mayores responsables del Holocausto judío y de la Segunda Guerra Mundial.

Núremberg fue el gran juicio de la era moderna porque impuso la razón sobre la fuerza; la cautela y el tiempo sobre la crispación y la sed de venganza inmediata. ¿Por qué los Aliados no dispararon, sin más, a quienes fueron catalogados como los mayores enemigos de la humanidad?, ¿por qué ofrecer un juicio de la razón a quienes asesinaron con demencia? Este es el relato del proceso que cambió el curso de la historia contemporánea. El recuento de los Juicios de Núremberg requiere comprender el contexto, los imputados, la política y las dinámicas del posconflicto, pero también implica comprender el rol del derecho en el mundo. Nos exige una reflexión sobre quiénes somos y, sobre todo, sobre quiénes podemos ser.

Los primeros Juicios de Núremberg: ¿Qué justicia merecen «los mayores enemigos de la humanidad»?

La guerra es atroz. Fractura la sociedad. La deja desconcertada. La desorienta. Después de un conflicto bélico las preguntas abundan: ¿por qué pasó?, ¿existen formas de prevenir que esto vuelva a ocurrir?, ¿quiénes son los responsables?, ¿qué hacemos con ellos?, ¿los encarcelamos?, ¿simplemente los matamos?

Imaginen por un momento la Europa de 1945. Sitúense en Berlín, en Múnich, en Roma, en Varsovia o, peor, en Auschwitz. Las calles, la mayor parte de los edificios, las industrias, las carreteras y buena parte de la vivienda han sido afectados de forma severa por los bombardeos y el cruce de fuego durante seis años. Los escombros son la imagen más representativa de lo que hace diez años eran las metrópolis más avanzadas del mundo. El continente ha perdido al menos el 50 % de su capacidad industrial y eso se refleja en una debacle económica que, a su vez, se expresa en una hambruna colectiva. No hay comida y no hay trabajo.

En este complejo escenario, los Aliados intentan descifrar qué hacer. Tienen cientos de miles de prisioneros —principalmente alemanes, italianos y japoneses—. Literalmente cientos de miles de personas encarceladas sobre las que pronto debían decidir su destino. Las proporciones del horror del Holocausto, que dejó a millones de judíos, gitanos, homosexuales y prisioneros políticos muertos en campos de concentración, exigía que la posguerra se transformara en un momento de reflexión profunda, casi de expiación humana.

Hoy sabemos que en todo el contexto de la Segunda Guerra Mundial murieron entre cincuenta y cinco y sesenta millones de personas. Eso es más que la población de Colombia. Más que todos los habitantes de Argentina, Uruguay y Paraguay juntos. Es tres veces Chile.

Así como la cifra de víctimas era enorme, el número de victimarios era aterrador. La fuerza militar estaba compuesta por siete millones y medio de soldados. Y la milicia era una pequeña parte de la fuerza del nazismo. Para dimensionar adecuadamente el fenómeno, debemos contar también a la cantidad de políticos, empresarios, abogados, médicos y funcionarios públicos que complementaban la artillería social.

Esta guerra tuvo un matiz especial: el proyecto político y el delirio de Adolf Hitler permeó profundamente en la sociedad alemana. Las familias eran nazis. Los colegios, las universidades, los centros culturales fueron invadidos por esa ideología. Aunque la popularidad del partido bajaba a medida que avanzaba el conflicto y se develaban sus horrores, para el fin de la guerra se estima que al menos ocho millones de alemanes apoyaban el proyecto del Führer.

Por ello, era muy complejo distinguir quién era parte del nazismo y quién no. Todos hemos visto en las series de televisión que, ante un crimen, la primera acción investigativa de los detectives consiste en recabar toda la evidencia posible e identificar a los sospechosos. Ya llegaremos a los enormes retos que implicaba compilar pruebas de las atrocidades de la Segunda Guerra Mundial. Por el momento pensemos en los sospechosos, ¿dónde empezar a buscarlos? Sí, están en todo lado; en el poder político, en el ejército, en el congreso, pero también en la calle, pues probablemente el tendero apoyó este proyecto y también lo hicieron en los despachos de abogados y en las clases de los colegios y en los consultorios médicos y en las oficinas que ofrecían servicios públicos.

Cuando los Aliados intentaron buscar una forma de ajusticiar a los responsables de la Guerra y del Holocausto saltaron las dudas: ¿Quiénes eran responsables?, ¿solo los líderes que desde arriba diseñaban las barbaries?, ¿solo los soldados que, obedeciendo las instrucciones del régimen, las ejecutaban a sangre fría?, ¿los ciudadanos que fielmente apoyaban este proyecto y lo financiaban con impuestos y contribuciones? ¿los empresarios que servían al nazismo con armas, materia prima y otros implementos bélicos al costo?

Quizás la cantidad de preguntas que aparecen en esta sección parezca excesiva. No obstante, es útil para acercarnos a lo que asediaba a los Aliados cuando cesó la Guerra. Todo estaba por aclararse, nada era cierto, salvo una añoranza común entre los líderes, los soldados, los combatientes y las víctimas: la necesidad de justicia. En eso había un acuerdo general, pero también un desacuerdo esencial: ¿qué significaba ajusticiar a los responsables de la guerra?, ¿qué era o qué tenía que ser la justicia en un escenario de catástrofe tan abrumadora como la que vivía Europa en 1945?

Estamos a mediados del sigloXX. La humanidad ha acumulado demasiada experiencia como para no poder aplicar justicia a una serie de delitos. Parecía claro que la posguerra debía traer consigo un gran juicio, pues si existen personas acusadas de cometer crímenes, el Estado debe organizar un sistema que permita evaluar sus actos y emitir una sentencia que contenga la pena. Parece algo sencillo. En la ley se describe lo que una persona puede o no puede hacer. Si eso se transgrede, el acusado comparece ante un juez, se valora su comportamiento, se recopilan pruebas y, finalmente, el juez decide su suerte —dependiendo de lo que diga la ley, podría ir a la cárcel, podría simplemente pagar una multa o, incluso, podría merecer la pena de muerte—. La fórmula del juicio la dominan los abogados, la sociedad la ha aplicado por cientos de años y ha desarrollado toda una infraestructura de cortes, jueces y fiscales para administrar justicia. Esta pareciera ser la salida, si no fuera porque la dimensión de la Segunda Guerra Mundial lo trastocó todo.

Había cinco problemas esenciales para conducir juicios comunes como los que vemos todos los días:

El número de procesados

Como ya se dijo, para el fin de la Guerra, todas las alas del ejército alemán sumaban unos siete millones de efectivos —y estas son cifras conservadoras, considerando que la información real sobre la capacidad bélica estaba sujeta a la más estricta confidencialidad—. Si luego sumamos a los funcionarios del Gobierno y de las unidades de seguridad —la SS, la Gestapo, los escuadrones de ejecución itinerantes Einsatzgruppen— podríamos llegar a los siete millones y medio de personas. Eso, sin contar los empresarios, políticos y ciudadanos que, como vimos, eran parte de la arquitectura nazi.

¿Era posible procesar a más de siete millones de personas? Imaginen lo que eso implicaría en términos de jueces, fiscales, pruebas, salas de audiencias, cárceles. La respuesta para la Alemania de la época y para los planes de los Aliados era no. Para entonces, resultaba impensable cubrir esos costos y construir la infraestructura física y humana que una tarea así demandaba.

¿A quién procesar?

La justicia plena habría implicado que todos los directa o indirectamente implicados en la Segunda Guerra Mundial comparezcan y rindan cuentas de su rol en los crímenes. Que ni un solo soldado que hubiese torturado o asesinado quedara libre y pudiera reconstruir su vida sin haber compensado, de alguna manera, a las víctimas. Lo ideal era que todos entraran a un proceso y pagaran. No obstante, la implacable realidad económica de la posguerra y la infraestructura física y humana de Europa en 1945 muy pronto trastocó las ilusiones de justicia plena —aquella que pudiera juzgar a todos quienes intervinieron en los crímenes de la guerra—. Simplemente no se podía armar un sistema para esos fines.

De otro lado era impensable e intolerable para las víctimas aceptar que aquel soldado de la SS-Totenkopfverbände, que en un campo de concentración asesinó a cientos de judíos, a la final no enfrentara un juicio ni fuera juzgado por sus atrocidades. Alguna forma de justicia había que encontrar para los ejecutores reales, los de terreno, los que mataban, violaban y sepultaban. Había que seleccionar, aunque eso implicara dejar a millones en la impunidad. Para esto, si los Aliados querían llevar a cabo juicios contra los nazis deberían encontrar un número máximo de personas para procesar y definir los criterios que usarían para seleccionarlos, pues, literalmente, había millones afuera que podrían ser juzgados.

La ley aplicable

«Nullum crimen, nulla poena sine praevia lege» es una frase ritual casi sagrada para los abogados y resume un principio esencial del derecho penal: solo existe un delito y una pena en la medida en que una ley previa así lo establezca. La ley describe una conducta que la sociedad no acepta —matar, por ejemplo— y, luego, la condena con una pena —diez años de reclusión para quien es hallado culpable.

El tiempo de vigencia de los delitos es muy importante. Si a junio del 2023 el Código Penal no establece que el tráfico de criptomonedas es un delito y, por lo mismo, no establece qué pena se le impondría, entonces quien trafique con criptomonedas no podría ser procesado. Este principio se conecta con el sentido común, pues si no sé que algo está prohibido, sería ilógico que se me castigue por ello.

No hay duda de que los actos cometidos por los nazis eran reprochables y fueron la expresión más impactante de la crueldad humana. Sin embargo —y aunque esto parezca increíble— no había certeza de que esas atrocidades fueran ilegales. Al final, la guerra en Alemania era legal y la segregación de la población judía estaba descrita en las Leyes de Núremberg. Por todo esto, aunque la certeza sobre la incorrección de los actos del nazismo era innegable, de todas formas, era necesario encontrar qué ley se había quebrantado, qué delito se había cometido y qué pena le correspondía.

La autoridad

La territorialidad es otro de los principios sagrados para los abogados. Los delitos se juzgan por las autoridades del país en el que se cometieron. Por ejemplo, si un australiano es secuestrado en Lima por una organización delictiva rusa, independientemente de las nacionalidades de las víctimas y de los victimarios, la fiscalía y los jueces peruanos son competentes para investigar al culpable, llevarlo a juicio, sentenciarlo y, luego, proveerle un centro de reclusión para que cumpla su pena.

Ahora, ¿quién era la autoridad competente para juzgar a los criminales nazis? Siguiendo la regla general, Alemania —con sus propios jueces, fiscales y tribunales— debía hacerse cargo de los delitos cometidos en su territorio. Lo mismo aplicaba para los territorios ocupados por los nazis. Entonces, a partir de las normas vigentes, la fiscalía alemana debía iniciar procesos internos para perseguir a los soldados, sargentos, tenientes, generales, políticos, diplomáticos, funcionarios estatales y empresarios que participaron en los crímenes no solo contra otras naciones —como Polonia o Francia— sino contra la población indefensa. ¿Esto era plausible?

La respuesta a todas luces era no, pues en primer lugar el sistema de justicia alemán se encontraba devastado en su infraestructura física, moral y humana. Los fiscales, los jueces y los abogados no tenían autoridad para llevar a cabo los juicios, pues muchos de ellos colaboraron con el régimen y eran parte de la estructura estatal que, precisamente, se buscaba castigar. Eran juez y parte. Para entonces, parecía ingenuo esperar que un sistema judicial que observó impasible el exterminio de millones de seres humanos pudiera súbitamente adquirir la capacidad de enjuiciar a los culpables.

Más allá de esto, una buena parte de los países donde ocurrieron las atrocidades de la guerra carecían de capacidades institucionales —o sea de jueces, fiscales, tribunales— para conducir juicios que pudieran llevar a la condena de los responsables. Por todos estos motivos la regla de la territorialidad fue uno de los puntos de mayor debate para diseñar lo que sería la posguerra y los juicios para los criminales nazis.

Una justicia especial

Todos estos puntos conflictivos llevaron a la conclusión de que las dimensiones de la Segunda Guerra Mundial y las catastróficas consecuencias que trajo requerían construir un sistema de justicia especial, a la medida de las necesidades del posconflicto.

Es decir, para lograr algún atisbo de justicia para las víctimas y para determinar responsables era preciso pensar en un esquema diferente. Muy pronto, los Aliados se dieron cuenta de que si querían enjuiciar debían alejarse de los principios generales que regían el derecho de los juicios en esa época y que, por ejemplo, establecían la necesidad de que existan tribunales previos para juzgar a los acusados.

Jurídicamente una corte debe estar preestablecida y debe preceder a un delito. Esto, dado que la instalación de cortes ad hoc es contraria al principio de independencia judicial que se fundamenta en que existan jueces nombrados con anticipación y no puestos selectivamente para un set de casos concretos. Si un tribunal se crea específicamente para juzgarme, las posibilidades reales de obtener un juicio justo se reducen.

Las posibilidades de la posguerra

El Reino Unido puso sobre la mesa una salida relativamente fácil y rápida: ejecuciones sumarias y encarcelamientos masivos, sin fiscales, abogados, jueces, ni defensa. Los británicos proponían hacer una variada selección de personas que incluía altos mandos, ejército y políticos vinculados con la Guerra. Se formaría la lista y se los ejecutaría sin más. Guy Lidell —exdirector de contrainteligencia del servicio de inteligencia británico MI5— recordaría en sus reportes recientemente desclasificados:


Personalmente, creo que todo el procedimiento es espantoso […] ciertas personas deberían ser simplemente ejecutadas y otras deberían recibir penas de prisión variables […] Winston había presentado esto en Yalta, pero Roosevelt sintió que los estadounidenses querrían un juicio. Stalin apoyó a Roosevelt con la franca razón de que a los rusos les gustaban los juicios públicos con fines propagandísticos. Me parece que estamos siendo arrastrados al nivel de las parodias de la justicia que han tenido lugar en la URSS durante los últimos veinte años3.



La propuesta de la Unión Soviética consistía replicar el modelo de los Juicios de Moscú que entre 1936 y 1938 procesaron a dieciséis personas a quienes el estalinismo acusó de formar una organización para asesinar a Stalin y a otros miembros del régimen. Estos procesos son conocidos como «juicios show», pues no tenían la pretensión de esclarecer la verdad ni determinar responsabilidades según el derecho, sino solo poner a los perdedores en el banquillo de los acusados, darles visibilidad mediática y, a como dé lugar, condenarlos y ejecutarlos4.

Tal como el agente Lidell recuerda, Estados Unidos no estaba de acuerdo con las ejecuciones sumarias, ellos querían algo distinto. El presidente Franklin Delano Roosevelt y su equipo buscaban que la Guerra terminara con algo más que la muerte física del enemigo. El mundo necesitaba ver a los responsables sentados frente a un tribunal.

Aún a los mayores criminales del siglo había que otorgarles la posibilidad de un juicio justo. Ejecutarlos no sanaría las heridas ni dejaría abiertos los caminos para la reflexión masiva e intensa que el mundo necesitaba. Sobre todo, la simple ejecución de nazis bajaría a los Aliados al mismo nivel de los victimarios y evitaría que la humanidad aprendiera de la guerra.

La iniciativa de armar un juicio era atractiva por tres motivos fundamentales: primero, un proceso sería una herramienta para visibilizar los crímenes de guerra en el ambiente de la legalidad y de la racionalidad que es, por excelencia, un juicio. Los tribunales son la antítesis de la guerra, son el mecanismo que la inteligencia humana ha diseñado para procesar las diferencias. Luego, llevar la barbarie a juicio guardaba un mensaje poderoso en favor de la razón y de la deslegitimación del nazismo. Segundo, este sería un juicio público que atraería la atención del mundo. El proceso ponía en escena a los ganadores, quienes juzgarían las atrocidades de los perdedores. Luego, además de reforzar el poder de las potencias aliadas, el juicio podía ser un arma de propaganda positiva para la paz. Por último, el fin mayor de estos juicios era el diseño de un nuevo orden mundial contra la impunidad por delitos contra la humanidad. Estos procesos darían cabida a lo que hoy conocemos como el Derecho Penal Internacional. Este tema se abordará más adelante, pero por el momento la idea esencial consiste en que existen delitos que se persiguen indistintamente de la nacionalidad o del derecho local. En cierta medida, los nazis ampararon las atrocidades del Holocausto en la soberanía, en que Alemania, como nación independiente, podía tomar decisiones sobre su población. Eso cambió desde Núremberg, pues se creó un acuerdo sobre conductas —como el genocidio, los crímenes de guerra o los crímenes de lesa humanidad— absolutamente inadmisibles que constituyen delitos, más allá de las nacionalidades de los perpetradores y del lugar donde se cometan. El nacimiento del Derecho Penal Internacional sería el gran legado de Núremberg para el futuro de la humanidad.

El diseño del juicio

En agosto de 1945 los Aliados aprobaron la Carta de Londres que fijó las reglas para instalar el Tribunal Militar Internacional (TMI). Al final, los vencedores de la Guerra decidieron llevar al banquillo de los acusados a los altos mandos, a los más famosos y mediáticos funcionarios del nazismo. Sobre las normas que rigieron el funcionamiento de Núremberg se han escrito decenas de artículos y libros académicos5. Para los fines de este libro, abordaremos los puntos esenciales a los que podemos acercarnos simplemente al pensar cómo funciona un juicio normal, como los que ocurren todos los días en los juzgados de nuestros países.

Los jueces: cada Aliado tendría que nombrar un juez y un suplente. Geoffrey Lawrence por Reino Unido actuó como presidente, Francis Biddle por Estados Unidos, Henri Donnedieu de Vabres por Francia y Iona Nikitchenko por la Unión Soviética.

Los fiscales: cada país nombró a su fiscal. Robert Jackson, juez de la Corte Suprema de los Estados Unidos —quien tuvo mucha atención mediática y fue la cara más visible del proceso—fue el jefe. François de Menthon fue nombrado por Francia; Roman Rudenko por la Unión Soviética; y Hartley Shawcross por el Reino Unido.

Los delitos: ya habíamos hablado de la importancia de principio «Nullum crimen, nulla poena sine praevia lege» en el derecho penal. Pues aquí esta regla se rompió. Luego de ocurridos los hechos atroces de la Guerra, la Carta de Londres «creó» los delitos —y lo pongo así, entre comillas, porque estos crímenes prohíben conductas que parecerían comunes a cualquier ser humano; no parecería que hace falta prohibir con letras, comas y definiciones legales algo tan atroz como el genocidio, porque las barbaridades de la guerra eran evidentemente delictuales e inadmisibles, estén o no en una ley—. Se describieron tres tipos de delitos: (i) los crímenes contra la paz que consistían en «planificar, preparar, iniciar o liberar guerras de agresión»; (ii) los crímenes de guerra, que implicaban «violaciones de las leyes o usos de la guerra»; incluyendo asesinato, los malos tratos o la deportación para realizar trabajos forzados de rehenes y prisioneros de guerra; (iii) los crímenes contra la humanidad como el asesinato, el exterminio, la esclavización, deportación y otros actos inhumanos, y la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos.

Las penas: el TMI podía ordenar el encarcelamiento de los procesados, así como la pena de muerte.

El lugar: el Palacio de Justicia de Núremberg fue escogido como el lugar donde se desarrollarían los procesos. Esta ciudad, localizada en la zona de control estadounidense, fue seleccionada por su significado histórico. Fue un bastión del nazismo y la sede de los mítines del partido. También la infraestructura de los tribunales en Núremberg estaba en pie y en capacidad de alojar un juicio de esa envergadura —lo que era un hito para el fin de Guerra.

Los acusados: su selección estuvo determinada por el liderazgo y la influencia estructural que ejercieron y, obviamente, por el hecho de que estuvieran disponibles para enfrentar un juicio. Para el fin de la Guerra la lista de suicidios se abultaba. Hitler se había quitado la vida en su búnker. Heinrich Himmler —uno de los principales arquitectos del Holocausto—, Joseph Goebbels —ministro de propaganda— y Hermann Göring —comandante de la Luftwaffe, la fuerza aérea— hicieron lo propio. Muchos otros murieron en la Guerra y otros desaparecerían y, luego, serían perseguidos por los rincones más remotos del mundo por agentes de inteligencia de Israel y por meticulosos investigadores ciudadanos.

La preparación de los juicios más famosos de la historia no solo tuvo que ver con abogados, políticos o militares, pues por la complejidad y trascendencia de este proceso y por el shock en el que se encontraba el mundo, Núremberg se convertiría en un foco de atención académico y mediático.

En junio de 1945 asociaciones de médicos y psicólogos de Estados Unidos solicitaron al fiscal en jefe que se les permitiera realizar estudios psicológicos de los reos, incluso se solicitó que en caso de ser condenados a muerte se permitiera una evaluación anatómica de sus cerebros. Aunque esto no fue aceptado, sí se le permitió al psiquiatra Douglas Kelley y a su asistente aplicar tests psicológicos a los procesados para determinar su capacidad de comparecer a juicio. Según reporta la BBC:


Kelly fue el primero en acceder a los líderes nazis, pero como no hablaba alemán, le asignaron un igualmente brillante psicólogo militar de padres judío-austríacos para asistirle: Gustave Gilbert. «Su trabajo los puso en contacto íntimo con personalidades de tal grado de maldad que algunos pensaban que había algo profundamente dañado en ellos, que tenían algún tipo de disfunción cerebral o enfermedad mental», dice el profesor Joel Dismdale6.



Dimsdale es el autor del libro Anatomía de la maldad: el enigma de los criminales de guerra nazis. Así como el psiquiatra Douglas Kelley, cientos de periodistas, asistentes administrativos, funcionarios de logística, asistentes de fiscales y jueces, sumado al personal de seguridad se juntaban en Núremberg. Esto era mucho más que un juicio legal. Era un proceso ante la historia.

Los primeros juicios

Entre noviembre de 1945 y octubre de 1946, el TMI se instaló y procesó a veintiún altos funcionarios del Tercer Reich. La Carta de Londres que dio cabida a los juicios de Núremberg ordenaba que los acusados debían tener un juicio justo. Por ese motivo, era fundamental que tuvieran una defensa. Esto, naturalmente, resultaba complejo, pues pocos abogados estaban dispuestos a asumir esta incómoda tarea. Finalmente, a algunos exnazis los autorizaron para actuar como defensores y para mediados de noviembre todos los acusados tenían un defensor.

Las salas de audiencias se prepararon y cientos de militares franceses, estadounidenses, soviéticos y británicos resguardaron el edificio. Los juicios iniciaron en medio de una ciudad destruida. Esto generaba complicaciones logísticas —como el suministro de agua, luz o transporte—, pero también ocasionaba impactos emocionales. La delegación británica, por ejemplo, se quejaba permanentemente de la ansiedad y depresión que causaba vivir en Núremberg y del cansancio de sus funcionarios. No había entretenimiento exterior. A principios de noviembre de 1945, el fiscal británico suplicó al ministro de Hacienda la entrega de «tabaco y licor suficientes para allanar el camino de estas negociaciones con nuestros colegas Aliados»7, pues todo escaseaba en Núremberg.

Con esos obstáculos, los procesos se instalaron. Aunque hubo variaciones en la estrategia de los abogados, todos los acusados se declararon inocentes y no reconocieron la jurisdicción del Tribunal, pues argumentaban que este había sido creado para un fin específico, es decir, no era un tribunal permanente. Tampoco había ninguna ley previa que los sometiera a la decisión de una corte internacional. Ellos solo debían someterse a la justicia alemana. Además, alegaron que no eran responsables de ningún delito, pues los crímenes establecidos en la Carta de Londres eran posteriores a los hechos de la Guerra. En efecto, la defensa de los procesados aprovechó los vacíos legales que el Tribunal tenía y que explicamos antes —jurisdicción, territorio, establecimiento previo de los delitos, entre otros—. Todos estos argumentos se desecharon8.

Los acusados, sus funciones durante la Segunda Guerra Mundial y la condena impuesta por el TMI9 se sintetiza en este cuadro:









	Acusado
	Rol
	Pena



	Karl Dönitz
	Último presidente de la Alemania de la Segunda Guerra Mundial. En su testamento, Hitler lo nombró sucesor del presidente de Alemania, pero ocupó su cargo por menos de un mes.
	Fue acusado de crímenes contra la paz y crímenes de guerra por varias operaciones en la marina. Se le impuso una pena de diez años de prisión.



	Martin Bormann
	Secretario privado de Hitler, jefe del partido y una de las personas más influyentes en la burocracia nazi.
	Fue juzgado en ausencia. No había certeza sobre si estaba vivo. Fue condenado a muerte. Aunque hay suspicacias, los restos de Bormann fueron encontrados en 1972 cerca de una estación ferroviaria. Al parecer se habría suicidado a finales de la Guerra.



	Hermann Göring
	Excomandante supremo de la fuerza aérea, la Luftwaffe. Excanciller del Reich y uno de los hombres más cercanos a Hitler.
	Sentenciado a muerte. Se suicidó la noche anterior a su ejecución.



	Rudolf Hess
	Dirigente del partido, exmiembro del Consejo de Defensa. En 1941, Hess salió del mapa de la Guerra en un acto cinematográfico. Aterrizó en Escocia en un paracaídas para convencer al Gobierno británico de aliarse con Alemania. Fue capturado. Sufría de problemas mentales.
	Condenado a cadena perpetua. Fue el último prisionero de la Segunda Guerra Mundial.



	Alfred Jodl
	Jefe de operaciones del Alto Comando de las Fuerzas Armadas.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Ernst Kaltenbrunner
	Alto general de las SS austriaco y uno de los mayores responsables del diseño y de la ejecución del Holocausto.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Wilhelm Keitel
	Mariscal de campo. Líder de las fuerzas armadas y responsable de la estrategia militar. Firmó la capitulación de Alemania frente al Ejército Rojo.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Gustav Krupp
	Empresario del acero alemán. Condenado por cooperar con el régimen de Hitler y por esclavismo.
	No estaba médicamente apto para el juicio.



	Robert Ley
	Director del Frente Alemán del Trabajo (DAF), el frente obrero alemán que reemplazó a las fuerzas sindicales y las unificó.
	No se expidió una resolución. Ley se suicidó antes del inicio de los juicios.



	Hans Frank
	Exgobernador general de la ocupación alemana en Polonia.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Wilhelm Frick
	Ministro del Interior y coautor de las Leyes de Núremberg, una serie de leyes de carácter racista y antisemita en la Alemania nazi. Estas fueron el inicio de la discriminación y persecución del pueblo judío en Alemania.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Hans Fritzsche
	Comentador de radio y director de la unidad de noticias del Ministerio de Propaganda.
	Caso desestimado por falta de evidencia. Fritzsche no fue condenado.



	Konstantin von Neurath
	Ministro de Asuntos Exteriores entre 1932 y 1938. Protector de Bohemia y Moravia, territorios ocupados en Checoslovaquia, entre 1939 y 1943.
	Sentenciado a quince años de prisión.



	Franz von Papen
	Canciller (1932), embajador en Turquía.
	Absuelto, dado que no se encontró evidencia suficiente sobre su rol en anexar Austria ni en crímenes contra la paz.



	Erich Raeder
	Gran Almirante de la Fuerza Naval hasta 1943.
	Sentenciado a cadena perpetua.



	Joachim von Ribbentrop
	Ministro de Asuntos Exteriores hasta el final de la Guerra.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Alfred Rosenberg
	Ministro de los Territorios Ocupados del Este y «teórico» de la supremacía racial.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Fritz Sauckel
	Líder del programa nazi de trabajo forzado.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Baldur von Schirach
	Director del grupo de Juventudes Hitlerianas y gobernador del Reich de Viena.
	Sentenciado a veinte años de prisión.



	Hjalmar Schacht
	Ministro de Economía entre 1934 y 1937. Banquero. Perdió poder y fue acusado de planear un atentado contra el Führer, por lo que fue recluido en un campo de concentración.
	No se le condenó por ausencia de evidencia directa de su participación en los crímenes de guerra y contra la paz.



	Julius Streicher
	Fundador del semanario de ideología antisemita Der Sturmer, clave para la maquinaria propagandística nazi.
	Sentenciado a la pena de muerte.



	Albert Speer
	Arquitecto. Ministro de Armamento y Producción de Guerra.
	Sentenciado a veinte años de prisión.



	Arthur Seyss-Inquart
	Último canciller de Austria antes de la anexión. Fue comisario del Reich para los territorios ocupados de los Países Bajos y pieza importante de la deportación de judíos holandeses a campos de concentración.
	Sentenciado a la pena de muerte.
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